

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO SIETE
En la ciudad de Córdoba, a los veintisiete días del mes de julio de dos mil diecisiete, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "ÁLVAREZ, LUIS MARIANO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 2445303), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- La parte actora interpuso recurso de apelación (fs. 47), en contra del Auto Número Cuarenta y dos, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veintiséis de febrero de dos mil dieciséis (fs. 44/45vta.), mediante el cual se resolvió:              "I.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la parte actora, confirmando el decreto fundado de fecha 07 de octubre de 2015 (fs. 25 y vta.), en cuanto dispone que la presente causa no integra la competencia del Tribunal. II.- Sin costas, atento la oficiosidad del trámite prevista para esta etapa procesal por el art. 11 C.M.C.A. …".
2.- Concedido el recurso por el Tribunal a quo mediante el Auto Número Cien del primero de abril de dos mil dieciséis (fs. 50), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 53), corriéndose traslado al apelante (fs. 54), quien lo evacua a fs. 55/59vta., solicitando se revoque la sentencia, con costas.
3.- La censura admite el siguiente compendio:

Denuncia que la resolución dictada le causa agravio en cuanto sostiene que al momento de la presentación de la demanda de plena jurisdicción se habían vencido los plazos exigidos por el artículo 7 de la Ley 7182, ante la denegatoria tácita de la Administración por lo que la misma era extemporánea y considera que ha existido un absurdo forense que constituye un exceso de rigor formalista en el ejercicio de la jurisdicción que afecta el debido proceso adjetivo y el derecho de defensa previstos en la Constitución Nacional.

Destaca que la decisión es total y absolutamente dogmática, porque desde el vencimiento de los veinte (20) días concedidos por el "Pronto Despacho" interpuesto con fecha veintiuno de octubre de dos mil catorce al momento en que se dedujo la demanda de plena jurisdicción, habían transcurrido más de los seis meses que impone el texto legal para el caso de que el silencio resultare la razón invocada a los fines de accionar, de modo que la presentación judicial resultaba extemporánea.

Refiere que vencidos los plazos previstos en el Pronto Despacho, de forma inmediata, interpuso demanda de amparo por mora fundada en los artículos 52 de la Constitución de Córdoba y 1 de la Ley 8508, tal como surge de los autos "Alvarez Luis Mariano c/ Provincia de Córdoba - Amparo por Mora".

Relata que el Tribunal con fecha veintisiete de marzo de dos mil quince dictó la Sentencia Número treinta y ocho e impuso la manda a la Administración que debía dar efectiva respuesta a la pretensión del accionante sobre lo reclamado a través del amparo. Agrega que ante el incumplimiento de la exhortación judicial, con fecha cuatro de agosto de dos mil quince, se intimó al Señor Jefe de la Administración Provincial para que en el plazo de quince días cumplimentase lo ordenado.

Insiste en que vencidos los plazos de ley sin respuesta de la Administración sobre lo pretendido y tal como lo disponen las normas procesales y administrativas del caso, con fecha siete de septiembre de dos mil quince, ocurrió a la vía judicial mediante la demanda de plena jurisdicción motivada en el irremediable silencio de la demandada.

Destaca que la demanda promovida con motivo de la acción de amparo por mora interrumpe por expresa disposición de la norma sustantiva vigente los plazos de prescripción y caducidad de cualquier índole (arts. 2546 y 2547, C.C. y C.) por lo que el plazo previsto en el artículo 7 de la Ley 7182 había dejado de operar, hasta que una decisión judicial, pusiera fin definitivamente al proceso del remedio constitucional intentado.

Manifiesta que los plazos que corrían desde el veintiuno de octubre de dos mil catorce, se interrumpieron al momento de la acción intentada el veintiocho de noviembre de dos mil catorce, y retomaron su continuidad a partir del vencimiento de los quince días otorgados a la Administración con fecha cuatro de agosto de dos mil quince, por lo que la acción intentada con fecha siete de septiembre de dos mil quince fue temporánea y ajustada a derecho.

Expone que resulta un absurdo jurídico afirmar que la acción de amparo por mora no produce ningún efecto en el término del plazo previsto por el artículo 7 de la Ley 7182, cuando aquélla surge de una cláusula constitucional que le otorga supremacía absoluta sobre toda disposición en contrario.

Destaca que las normas no fueron creadas para enfrentarse entre ellas sino para que en armonía coexistan y se complementen sin importar el nivel estatal en el cual fueron emitidas, por lo que ignorar o abrogar de hecho la aplicación de las disposiciones invocadas, es una manifiesta arbitrariedad.

Considera que le produce un agravio irreparable la denegatoria de la habilitación de la instancia judicial producida por la duda en los alcances de las normas aplicadas al caso y aclara que la acción fue interpuesta en tiempo.

Entiende que la demanda de amparo por mora nunca puede resultar inoficiosa, pues no busca restablecer los plazos fenecidos, sino que legal y jurídicamente produce una interrupción de los plazos que la propia legislación sustancial de fondo y de forma contempla en su esencia.

Acusa que la Cámara se expresa en forma contraria a la continuidad de la acción procesal administrativa y prefiere en el caso una interpretación restrictiva y formalista. Cita jurisprudencia de este Cuerpo y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Explica que la posición de la Cámara lleva al absurdo de que quien opta por la vía del amparo por mora puede hallarse en la injusta situación que lo lleva a la pérdida del derecho pretendido, permitiendo que la Administración encuentre en su silencio tácito una manera de no cumplir con su obligación de resolver.

Denuncia que el fallo atenta en contra del bloque de legalidad de necesario respeto para ajustarse a los derechos constitucionales de plena vigencia. Cita doctrina.

Formula reserva del caso federal.

4.- A fs. 60 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido adverso a la procedencia formal del recurso de apelación (Dictamen CA N° 480 del 24 de junio de 2016, fs. 61/63).

5.- A fs. 64 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 65 y 67) deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

6.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, contra un acto que pone fin a la acción y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).

Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.

7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, la Cámara rechazó el recurso de reposición interpuesto por el actor y confirmó el decreto fundado de fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece, que dispuso que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal pues, de las constancias del pronto despacho (fs. 13) y el cargo puesto al escrito introductorio (fs. 6), surgía que la demanda había sido interpuesta cuando ya se encontraba vencido el plazo de seis meses que estipula el artículo 7 de la Ley 7182. 

En efecto, se estimó que si se contaba desde el veintiuno de octubre de dos mil catorce (fs. 13) y según las reglas del artículo 25 del anterior Código Civil -art. 6 del C.C. y C.-, dicho plazo estaba vencido el veintiuno de abril de dos mil quince, por lo que la denegatoria presunta por silencio traída a juicio, había perdido la calidad de causar estado y la demanda incoada el siete de septiembre de dos mil quince era extemporánea por caducidad (fs. 25).

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo el actor en los términos referidos.

8.- A los fines de resolver el recurso planteado, corresponde analizar la entidad y trascendencia de los agravios expuestos por el impugnante en relación con la resolución judicial de que se trata, por cuanto la competencia asumida por el Superior lo es sólo dentro de los límites del mismo (arts. 332 y 356 del C.P.C. y C., por remisión expresa del art. 13 del C.P.C.A.).

Ello así, por cuanto la segunda instancia, tal como señala Couture (Fundamentos de Derecho Procesal Civil, Edición Póstuma, págs. 354 y sgtes., cc. RAMACIOTTI - LÓPEZ CARUSILLO, Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, T. III, Bs. As. 1981, pág. 446), no constituye un nuevo juicio, sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o  error de lo resuelto por el Tribunal a quo (Sent. Nro. 94/1998 "Caballero, Susana       B. ...").

9.- Ingresando al tratamiento del recurso de apelación y a los fines de brindar una mayor claridad en la resolución del remedio intentado, es pertinente realizar un repaso sucinto de los hechos de la causa.

a) Con fecha veinticinco de junio de dos mil catorce, mediante Resolución Número 268 del Ministerio de Gobierno y Seguridad se hacer lugar al pedido efectuado por el actor de pago en concepto de variabilidad de la vivienda compensando el desarraigo que le había producido el traslado a otra localidad donde no tenía vivienda propia. Efectuados los trámites de ley para percibir el pago, la autoridad policial efectúa un pago parcial, del total que componían los montos reales por compensación.

b) El once de septiembre de dos mil catorce, plantea recurso de reconsideración contra la Resolución Número 268/2014, en cuanto dispuso únicamente el pago de los importes correspondientes al período comprendido desde el dieciséis de abril de dos mil once hasta el veintinueve de agosto de dos mil doce de la variabilidad de la vivienda que le debía ser abonada. Pretende se ordene el pago de importes reclamados como compensación caída con más intereses hasta su efectivo pago. 

c) El veintiuno de octubre de dos mil catorce, ante el silencio de la Administración interpone pronto despacho.

d) Con fecha veintiocho de noviembre de dos mil catorce, con la finalidad de quebrar la omisión de resolver de la Administración, se interpuso el amparo por mora que es resuelto favorablemente. Consecuentemente, se emitieron los oficios judiciales respectivos, con el mandamiento de cumplir con el decisorio. El acto expreso no se acompañó.
e) El siete de septiembre de dos mil quince, el actor interpone demanda contencioso administrativa contra la denegatoria tácita producida, la cual es desestimada por el Tribunal al considerarla extemporánea.

10.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por el recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, las particulares circunstancias que caracterizan la base fáctica de la causa, dan sustento a la interpretación propuesta por el recurrente respecto de cómo agotó en el caso la vía administrativa, y porqué, en ese marco, la demanda planteada no puede ser considerada extemporánea.

Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero (Sent. 22 del 31/07/1997 "Álvarez..."; Sent. 72 del 06/11/1997 "Aliaga, Agustín...", entre muchas), la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 "Sodicor...", 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros) o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme (FIORINI, B. A., ¿Qué es el Contencioso?, Capital Federal 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182.
A la luz de estos conceptos y en función de las constancias objetivas de la causa, le asiste razón al recurrente cuando cuestiona lo resuelto por el Tribunal, que en opinión coincidente con el Señor Fiscal de Cámara, señala "La demanda en todo caso se deduce según la autorización que confiere el Art. 7°, Ley 7.182. Para tal fin el actor presentó recurso de reconsideración en contra de la resolución que dispone el pago parcial la compensación por variabilidad de vivienda. Y con fecha 21/12/14 formula pedido de pronto despacho" y sostiene que "... vencido el término de veinte días hábiles administrativos que estipula el Art. 7°, Ley 7.182; tuvo expedita la acción contenciosoadministrativa "hasta seis meses después de la fecha de presentación del "pronto despacho" (Art. cit. ley cit.), porque tal autorización ("denegación presunta por silencio de la administración" en la más reconocida doctrina), se identifica con la denegación material de la petición (S.T.J. A.I. 187/78; Sent. 81/82); sin que pueda hacer valer la demandante su postrer actuación en sede judicial (acción de amparo por mora), pues omitió demandar en las condiciones de la acción, Art. 7°, Ley 7182 y su demanda de amparo resulta inoficiosa para restablecer el plazo fenecido." (La misma no concluyó con el dictado de un acto administrativo expreso que pudiera ser objeto de impugnación por esta vía)…" (fs. 45).

Es que no se trata de la impugnación tardía de un acto firme y consentido por vía del amparo por mora, antes bien, como lo destaca el actor al reponer (fs. 38) y luego vuelve a insistir en esta instancia de apelación, la vía administrativa fue correctamente agotada a la luz de las particulares circunstancias del caso, ya que se planteó primero el pronto despacho y luego el amparo por mora, y pese a obtenerse sentencia favorable en el remedio constitucional, la Administración no cumplió la orden del Tribunal ni dictó el acto expreso (cfr. fs. 53/56).

Como se ha dicho en reiterados precedentes de esta Sala, el atribuir un significado negativo al silencio de la Administración constituye una facultad que el ordenamiento jurídico aplicable otorga a favor del administrado.
Así se desprende del análisis de los términos de los artículos 70 de la Ley de Procedimiento Administrativo y 7 de la Ley 7182. Por el primero se dispone que el interesado a fin de agotar la vía administrativa, vencidos los plazos previstos en los incisos g) y h) del artículo 67 y no más allá del término de tres meses deberá presentar pronto despacho y transcurrridos veinte (20) días desde esta presentación, podrá considerar la existencia de resolución denegatoria, quedando habilitada la vía contencioso administrativa, mientras que el segundo, redactado en términos casi idénticos, aclara que los veinte días previstos son hábiles administrativos y que por el sólo hecho de su transcurso quedará expedita la vía contencioso administrativa, la que podrá ser iniciada hasta seis meses después de la fecha de presentación del pronto despacho.
Queda claro entonces que, como lo sostiene destacada doctrina, el "silencio" no se configura "hasta que el particular tenga por denegada la petición y continúe con la instancia correspondiente" (HUTCHINSON, Tomás, Régimen de Procedimientos Administrativos Ley 19.549, Ed. Astrea, Bs. As., 1995, pág. 175). El considerar que se ha producido una denegatoria tácita, constituye una alternativa que el sistema procedimental y procesal brinda para favorecer al administrado en la promoción de la revisión judicial de los actos administrativos.
Es por ello que hasta que los interesados no hagan uso de esta solución, la Administración sigue estando en condiciones de dictar resolución expresa y el administrado en situación de esperar su dictado o de interponer acción de amparo por mora para lograr tal resultado (cfr. Sent. Nro. 36/2005 "Puerta…"). 

11.- Ahora bien, para el ejercicio de la acción contencioso administrativa, sea de plena jurisdicción, de ilegitimidad o lesividad, existe un plazo legal. Al respecto la Corte Suprema ha declarado que "...las normas provinciales que establecen términos para la iniciación de demandas contencioso-administrativas son constitucionalmente válidas, en cuanto se limitan a la reglamentación del ejercicio de las acciones acordadas en el orden local, si de esa manera no se restringen derechos acordados por leyes de la Nación..." ("Compañía de Electricidad del Sud Argentino c/ Municipalidad de Mercedes", 17/12/1947, Fallos 209:526).

En el orden local, el Legislador ha fijado en seis meses el plazo para accionar cuando la Administración no se ha pronunciado expresamente, incurriendo en denegatoria por silencio (art. 7 de la Ley 7182). Dicho plazo procesal, que es fatal, ha sido instaurado para otorgar certeza a las situaciones individuales y contribuye al resguardo del bien "seguridad jurídica" como valor de contenido social.

Como se ha expresado en pacífica doctrina de esta Sala, el derecho del actor también se encuentra salvaguardado por otra garantía, ya que frente al silencio de la Administración tiene la posibilidad de interponer la acción de amparo por mora (art. 52 de la Const. Pcial. y Ley 8508) a fin de obtener un pronunciamiento expreso por parte de la demandada, pudiendo luego impugnar tal resolución en la instancia Judicial, sorteando así no sólo el sentido negativo de la decisión, sino también el obstáculo del vencimiento del plazo legal para accionar en caso de que no hubiera podido superarse. 

El instituto del amparo por mora de la Administración, constituye una garantía instituida en el ordenamiento jurídico-público de nuestra Provincia, producto del esfuerzo del Constituyente provincial por ampliar el régimen garantista de los derechos y libertades constitucionales de los ciudadanos, en particular, del administrado, estableciendo en el artículo 52 que "Para el caso de que esta Constitución, una ley u otra norma impongan a un funcionario, repartición o ente público administrativo un deber concreto a cumplir en un plazo determinado, toda persona afectada puede demandar su cumplimiento judicialmente y peticionar la ejecución inmediata de los actos que el funcionario, repartición o ente público se hubiere rehusado a cumplir. El juez, previa comprobación sumaria de los hechos enunciados, de la obligación legal y del interés del reclamante, puede librar mandamiento judicial de pronto despacho en el plazo que prudencialmente se establezca".
Con anterioridad a la creación del amparo por mora no existía remedio legal alguno que obligara a la Administración a resolver expresamente. Los recursos y reclamos se convertían en meras locuciones abstractas para lograr tal fin, sólo era posible al administrado generar la denegatoria presunta.
12.- Actualmente, en nuestro ordenamiento jurídico-público, es dable advertir que el control de los tiempos administrativos no sólo incumbe oficiosamente al Poder Administrador, sino que hoy es posible lograrlo también a través de la colaboración de los particulares por medio del amparo por mora de la Administración, gestándose un nuevo tipo de dinámica en el ejercicio de la función administrativa que a la vez que intensifica la relación jurídico-pública Administración-administrado, abre una nueva perspectiva de control jurisdiccional del cumplimiento de los plazos del procedimiento administrativo.
Aun cuando el interesado haya instado y obtenido el acto denegatorio presunto, como sucede en el caso sub examine, lo mismo le asistía el derecho a acudir al amparo por mora, desde que resultan plenamente aplicables los principios enunciados precedentemente: obligación de la Administración de resolver expresamente y silencio administrativo sólo en favor del administrado.
En ese marco, es obligación de la Administración Pública implementar las medidas necesarias a fin de que el cauce procedimental respectivo se cumpla dentro de los plazos legales establecidos, en la medida de lo razonable.
Si la voluntad del interesado es obtener una resolución expresa con el propósito de conocer claramente los fundamentos de la decisión a fin de ejercer con mayor certeza sus derechos en defensa de su petición, no puede la Administración escudarse en el silencio, debiendo pronunciarse expresamente.
En principio ambas vías con las que cuenta el administrado son independientes, aun cuando el silencio haya producido los efectos previstos por la ley generando la presunción denegatoria que habilita los recursos posteriores o la acción procesal pertinente y se hayan vencido los plazos para articular estos remedios, mientras no se haya planteado la acción y en la medida que subsista la demora del órgano administrativo en resolver expresamente, es posible intentar el amparo por mora, y así lo hizo el actor en esta causa. 
Como regla, si el actor optó por una de las vías, no puede acudir a la otra. Es decir que si interpuso el amparo por mora -optando por la decisión expresa- y el Juez del amparo se expidió sobre la cuestión, renunció, en principio, a la posibilidad de volver sobre la denegatoria presunta e intentar accionar por silencio.
Pero más allá de lo expresado, si se da un caso como el de autos, donde se acredita el supuesto excepcionalísimo por el cual la Administración demandada ha incumplido la manda jurisdiccional de resolver expresamente, ejecutando un amparo por mora favorable, constituiría un excesivo rigor formal desconocer o retacear el acceso a la jurisdicción del administrado que en su momento ocurrió en tiempo y forma a una de las alternativas que le brinda el ordenamiento jurídico.

No se trata como sostiene el actor de una interrupción del plazo de caducidad por la interposición de la demanda de amparo por mora (fs. 57vta./58), pues como se dijo, ambas opciones son independientes una de la otra y se descartan una vez elegida la vía para atacar el acto que le agravia. La caducidad, por otra parte, no se suspende ni se interrumpe (art. 2546 del nuevo Código Civil y Comercial).

Se trata en cambio de la razón que le asiste al recurrente cuando sostiene que su opción por el remedio constitucional no puede ser inoficiosa y afirma que no puede colocársele en la situación de indefensión que significaría que ante el incumplimiento por parte de la demandada que omite su deber de expedirse pese a la sentencia de amparo por mora dictada, se lo conduzca -en concreto- a la pérdida de la posibilidad de ejercicio de su derecho (fs. 58vta.).

13.- En el sub lite, dada la particular circunstancia fáctica del incumplimiento de la orden de pronto despacho judicial en el amparo por mora, tanto la intención explicitada en los cauces formales escogidos como la actuación de la Administración, justifica que el actor haya considerado que estaba debidamente agotada la instancia administrativa.

Cabe señalar que en la etapa procesal de la "habilitación de instancia", la hermenéutica de la ley adjetiva debe ser guiada por la directriz conforme a la cual, la ley debe ser aplicada razonablemente en favor de la habilitación de la instancia, interpretando restrictivamente las causas de inadmisibilidad, permitiendo subsanar algunos defectos procesales y armonizando las instituciones del proceso administrativo con el derecho de defensa en juicio de los administrados y del Estado (GRAU, Armando E. en Habilitación de la instancia contencioso administrativa, Editora Platense, La Plata, 1971, pags. 135 y vta. y doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 4/1994 "Expreso Parmigiani…").

De allí que, en este excepcional supuesto la censura expuesta por el recurrente debe ser admitida para no vulnerar la exigencia del adecuado servicio de justicia que es presupuesto de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

14.- Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura y eximen de mayores consideraciones, por lo que en definitiva procede hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor, dejar sin efecto el decisorio dictado por la Cámara a quo mediante el cual se rechazó el recurso de reposición y, consecuentemente, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso. 

15.- Tratándose de un recurso interpuesto en la etapa de habilitación de instancia, no procede imponer costas dado la inexistencia de parte vencida. Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder a los profesionales intervinientes, los que serán a cargo de los comitentes.
Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO: 


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO: 

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora         (fs. 47), en contra del Auto Número Cuarenta y dos dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el veintiséis de febrero de dos mil dieciséis           (fs. 44/45vta.) y, en consecuencia, dejarlo sin efecto.

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11, Ley 7182). 

IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Walter Gerardo Ferrero            -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal             a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..
Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO: 


Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, expidiéndome en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÉCERES DE BOLLATI, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, 

RESUELVE: 

I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 47), en contra del Auto Número Cuarenta y dos dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el veintiséis de febrero de dos mil dieciséis (fs. 44/45vta.) y, en consecuencia, dejarlo sin efecto.

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11, Ley 7182). 

IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Walter Gerardo Ferrero -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-
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